Radicación: 66001-31-04-005-2019-00004-01

Accionante: Yeini Jesana Rodríguez Hernandez
Accionado: Colpensiones y otros 

Decisión: Revoca y tutela

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / INCAPACIDADES MÉDICAS / INCUMBE SU PAGO A LA EPS HASTA EL DÍA 180 / Y TAMBIÉN EN ADELANTE SI NO HA EXPEDIDO EL CONCEPTO DE REHABILITACIÓN.
Como quiera que lo pretendido por el libelista está enfocado en obtener por vía de tutela el pago de unas prestaciones económicas derivadas de las incapacidades que se le han venido generando a su prohijada, y que según afirma no han sido pagadas por parte de Colpensiones, es importante establecer si para el caso concreto se cumple con los requisitos de procedibilidad de la tutela. 

En principio, y por regla general, es claro que el mecanismo de amparo constitucional no funge como una herramienta para la resolución de conflictos económicos, en especial si para su reclamo existen acciones idóneas en la jurisdicción ordinaria, pues permitirlo atentaría en contra de los postulados de residualidad o subsidiariedad que caracterizan a la tutela. No obstante, cuando la controversia en sí misma, compromete derechos de primera categoría, como por ejemplo el mínimo vital o la dignidad del sujeto que acude al reclamo por medio de la acción tuitiva, ésta se torna procedente como mecanismo transitorio (y a veces principal), si se logra demostrar que es latente la amenaza a tales prerrogativas, y que la intervención del Juez de tutela resulta ser urgente y necesaria para evitar la configuración de un perjuicio irremediable. (…)
Como quiera que el presente asunto está relacionado con el reconocimiento y pago de unos auxilios por incapacidad médica, la cual ha superado ya los 180 días, deberemos remitirnos en primer lugar a los lineamientos normativos que regulan ese tipo de eventos, siendo estos el parágrafo 1º del artículo 40 del Decreto 1406 de 1999, (modificado por el Decreto 2943 de 2013) y Ley 100 de 1993. 

En ese orden de ideas, una lectura de los aludidos compendios nos indican en términos más sencillos que, el pago de las incapacidades médicas corresponde al empleador los primeros 2 días, a partir del día 3 corresponde a la entidad promotora de salud (EPS SANITAS), y finalmente, a partir del día 181 corresponde a la Administradora de Pensiones que en este caso es COLPENSIONES, siempre y cuando la EPS haya expedido el respectivo concepto de rehabilitación, requisito sin el cual estará forzada a continuar con dicho pago hasta tanto cumpla con esa obligación; así lo establece sin lugar a elucubraciones, el artículo 142 del Decreto 019 de 2012, por medio del cual se modifica el artículo 41 de la Ley 100 de 1993.
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]
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SALA DE DECISIÓN DE ASUNTOS PENALES
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MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, doce (12) de marzo dos mil diecinueve (2019)

Hora: 3:00 p.m.
Aprobado por Acta No. 259  

	Radicación:
	66001-31-04-005-2019-00004-00

	Accionante:
	Yeini Jesana Rodríguez Hernández

	Accionado:
	Colpensiones 

	Procedencia:
	Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira 

	Decisión: 
	Revoca y tutela  


ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado Judicial de la señora YEINI JESANA RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ, contra el fallo proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira el 01 de febrero de 2019, en virtud de la acción de tutela instaurada por el recurrente en contra de COLPENSIONES. 
ANTECEDENTES:

El abogado Juan Camilo Salazar Carrillo, actuando como apoderado judicial de la señora Yeini Jesana Rodríguez Hernández, interpuso acción de tutela en contra de Colpensiones. Los hechos en que fundamenta su solicitud se pueden relacionar así: 
· La señora Yeini Jesana fue diagnosticada con “Fractura de la Epifiasis inferior del humero, trastorno depresivo y disminución indeterminada de la agudeza de salud”.
· Debido a lo anterior, la EPS SANITAS le ha venido otorgado incapacidades médicas a la accionante, las cuales fueron pagadas y reconocidas por dicha entidad desde el día 1º al 180. Posteriormente la señora Rodríguez Hernández radicó sus incapacidades superiores al día 180 en COLPENSIONES, con el fin de obtener el pago de las mismas. 
· Sin embargo, a la fecha de interposición de la acción tuitiva, COLPENSIONES le adeudaba a la accionante el pago de 26 días de incapacidad, las cuales estaban comprendidas entre el 1º y el 23 de septiembre de 2018 y desde el 24 hasta el 26 de septiembre de 2018.
· La señora Yeini Jesana se encuentra esperando cita de valoración de pérdida de capacidad laboral en Colpensiones.
· Manifestó que la entidad accionada ha vulnerado sus derechos fundamentales al mínimo vital al no conceder el reconocimiento y pago de las incapacidades debido a que en el momento no está percibiendo salario alguno
Con base en lo expuesto, considera que la entidad accionada ha vulnerado su derecho fundamental al mínimo vital, y a la dignidad humana, al no conceder el reconocimiento y pago de las incapacidades, debido a que en el momento no está percibiendo salario alguno, por ende, solicitó que se tutelen dichas prerrogativas, y en consecuencia se ordene a Colpensiones realizar el pago de las incapacidades adeudadas.
TRAMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

· Admisión: 

El Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 21 de enero de 2019, y ordenó la notificación y traslado a Colpensiones, a través de la Vicepresidencia de Operaciones del Régimen de Prima Media, la Gerencia de Determinación de Derechos y la Dirección de las Prestaciones Económicas. Además, se dispuso en dicho proveído la vinculación de la EPS SANITAS.
· Respuesta de las entidades accionadas: 

Colpensiones: por medio de la Directora de la Dirección de Acciones Constitucionales, expuso que en esa entidad no existe solicitud formal por parte de la accionante con la intención de obtener el reconocimiento y pago de incapacidades superiores al día 180.
Por otra parte, manifestó que la EPS SANITAS aún no ha expedido un concepto de rehabilitación frente al estado de salud de la señora Yeini Jesana, por lo tanto, de acuerdo a las normas que rigen la materia, sigue quedando el pago por ese concepto a cargo de la empresa promotora de salud. De acuerdo a ello, solicitó su desvinculación. 
EPS Sanitas: A pesar de haber sido debidamente notificada, guardó silencio.   

· Sentencia: 

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado de conocimiento resolvió mediante sentencia del 1º de febrero de 2019: 

“PRIMERO: DECLARAR HECHO SUPERADO con relación al derecho de petición invocado en favor de la señora YEINI JESANA RODRÍGUEZ. No amparar los derechos fundamentales a la Seguridad Social y mínimo vital, en tanto el derecho, invocado, por ahora, es incierto.

SEGUNDO: PREVENIR a COLPENSIONES por intermedio de su Gerente de Determinación de Derechos que se dé cumplimiento estricto a los términos previstos para decidir una vez se corrija la petición por parte de la accionante o su apoderado judicial.

TERCERO: ADVERTIR que de no ser impugnada esta sentencia dentro de los tres días siguientes a su notificación individual, se enviará el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.”

Los criterios que le sirvieron al Juez A Quo para adoptar la aludida decisión, fueron en síntesis, los siguientes: i) En el caso de la accionante se venía configurando una vulneración a su derecho fundamental de petición, toda vez que la AFP involucrada no se había pronunciado frente a su solicitud de reconocimiento y pago del auxilio por incapacidades médicas; ii) Con la contestación que dio Colpensiones, en la que informaba que no ha podido definir el asunto por la falta de documentos necesarios para determinar el origen de la enfermedad, incapacidades y pronóstico de la enfermedad, desapareció la vulneración al derecho de petición, toda vez que el 30 de enero hogaño el Juzgado trasladó dicho memorial al apoderado judicial de la accionante, operando entonces el fenómeno del hecho superado; iii) El apoderado judicial de la señora Yeini Jesana no aportó los documentos echados de menos por parte de Colpensiones, principalmente el concepto de rehabilitación de la EPS, y tampoco lo hizo la EPS Sanitas dentro del término de traslado, por lo que ante dicha omisión, no hay lugar a efectuar un estudio de los derechos fundamentales a la seguridad social y al mínimo vital invocados por la parte accionante.   
· Impugnación: 

El 7 de febrero del año que transcurre, el apoderado judicial de la señora Yeini Jesana Rodríguez Hernández presentó un oficio mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, en dicho escrito expresó que en el presente caso resulta indispensable que se declare la procedencia de la acción constitucional con el fin de proteger los derechos fundamentales al debido proceso, mínimo vital y seguridad social integral de los cuales es titular su prohijada, puesto que es una persona que padece diferentes problemas de salud que han generado que en la actualidad se encuentre incapacitada y desprovista de ingresos que garanticen su derecho al mínimo vital.
Indicó  que el concepto de rehabilitación solicitado por Colpensiones se torna en un imposible para la accionante, puesto que es la EPS SANITAS la competente para expedirlo después de haberse generado 180 días de incapacidad, por lo que negar el concepto de rehabilitación vulnera el derecho al debido proceso de la señora Yeini Jesana, y además obstaculiza el pago de las incapacidades, generando con esto una afectación al mínimo vital, simplemente por una documentación que la entidad promotora de salud se ha negado a entregar, guardando silencio incluso durante el trámite de la acción de tutela.

Por todo lo anterior ratificó los hechos y peticiones relacionadas en la acción de tutela, solicitando que se revoque el fallo de primera instancia y se ordene a Colpensiones iniciar el pago de las incapacidades médicas generadas con posterioridad al día 180 a la señora Yeini Jesana Rodríguez Hernández.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1° del Decreto 1983 de 2017.
· Problema jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto, gira en torno a establecer si la decisión de primer nivel se ajustó a los parámetros legales y constitucionales aplicables al caso; concretamente al determinar que no era viable efectuar un estudio respecto de la afectación a los derechos fundamentales al mínimo vital, debido proceso y seguridad social alegados por la parte accionante, por la omisión de pago del auxilio por incapacidades médicas, bajo el argumento de que el accionante omitió exhibir ante la AFP y ante el Juzgado el concepto de rehabilitación expedido por la EPS.  
· Solución: 

Según el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, la acción de tutela es un instrumento confiado a los Jueces para brindar a quien la reclama, la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido quebrantados por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla con uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en nuestra Carta Magna. 

Como quiera que lo pretendido por el libelista está enfocado en obtener por vía de tutela el pago de unas prestaciones económicas derivadas de las incapacidades que se le han venido generando a su prohijada, y que según afirma no han sido pagadas por parte de Colpensiones, es importante establecer si para el caso concreto se cumple con los requisitos de procedibilidad de la tutela. 

En principio, y por regla general, es claro que el mecanismo de amparo constitucional no funge como una herramienta para la resolución de conflictos económicos, en especial si para su reclamo existen acciones idóneas en la jurisdicción ordinaria, pues permitirlo atentaría en contra de los postulados de residualidad o subsidiariedad que caracterizan a la tutela. No obstante, cuando la controversia en sí misma, compromete derechos de primera categoría, como por ejemplo el mínimo vital o la dignidad del sujeto que acude al reclamo por medio de la acción tuitiva, ésta se torna procedente como mecanismo transitorio (y a veces principal), si se logra demostrar que es latente la amenaza a tales prerrogativas, y que la intervención del Juez de tutela resulta ser urgente y necesaria para evitar la configuración de un perjuicio irremediable. 

Ello ocurre en casos como el presente, en que el reclamo formulado está directamente relacionado con unos auxilios por incapacidad de una persona que debido a su convalecencia, ha dejado de recibir estipendios por concepto de su trabajo; tal premisa, según el pacífico criterio que a lo largo de los años ha sostenido la Corte Constitucional, permite suponer una afectación al mínimo vital, precisamente porque los ingresos que una persona percibe por concepto de su salario, por lo general, constituyen en la sociedad colombiana la única fuente de ingresos para sufragar sus necesidades básicas, y muchas veces las de todo un grupo familiar; y a lo ya dicho, se debe aunar estado de debilidad manifiesta en que se ubica la señora Rodríguez por su incapacidad y la convierte, al menos por ahora, en un sujeto de especial protección constitucional. 
Así lo expresó el Tribunal Constitucional en la Sentencia T-643 de 2014:  

“Es así como, si bien por regla general las reclamaciones de acreencias laborales deben ser ventiladas ante la jurisdicción ordinaria, ha sostenido esta Corporación en numerosos casos similares al sometido a revisión, que la acción de tutela, de manera excepcional, resultará procedente para reconocer el pago de incapacidades médicas.
 Esto, en el entendiendo que al no contar el trabajador con otra fuente de ingresos para garantizar su sostenimiento y el de las personas que dependan de él,
 la negativa de una E.P.S de cancelar las mencionadas incapacidades puede redundar en una vulneración a los derechos al mínimo vital, seguridad social y vida digna, caso en el cual es imperativa la intervención del juez constitucional. Al respecto ha sostenido la jurisprudencia constitucional:

“[E]l reconocimiento y pago de una incapacidad asegura al trabajador un ingreso económico durante el periodo de su convalecencia, permitiéndole asumir su proceso de recuperación en los términos y condiciones médicamente diagnosticadas
, particularmente por la especial protección a que tiene derecho en vista de su situación de debilidad manifiesta
, además de garantizársele su derecho al mínimo vital
, permitiendo la satisfacción de las necesidades básicas de él y su grupo familiar económicamente dependiente, mientras se reintegra a la actividad laboral.
 

 

Es por ello que, con el reconocimiento de éste tipo de prestaciones se pretende garantizar las condiciones mínimas de vida digna del trabajador y del grupo familiar que de él depende, en especial cuando se deterioran sus condiciones de salud o de orden económico. De esta misma manera, este derecho encuentra un amplio desarrollo en instrumentos internacionales.
 

 

Así, ante circunstancias como las anteriores, en las que los derechos fundamentales se encuentran afectados por el no pago de una incapacidad laboral, el amparo constitucional es el mecanismo judicial apropiado para consolidar la protección de tales derechos”.
 (Negrillas por fuera del texto original) 

Vista la argumentación que antecede, es claro que en el sub examine la acción de tutela sí supera el test de procedibilidad, acorde con lo cual, se procederá con el análisis de la postura planteada por la parte recurrente, no sin antes aclarar que el Juez de primer grado incurrió en un error, derivado al parecer de una mala interpretación del problema jurídico a resolver, el cual a todas luces, abarcaba un espectro más amplio que el de una mera vulneración al derecho fundamental de petición, y que contrario a lo sostenido en su motivación, se encontraba directamente ligado con la garantía al mínimo vital de la señora Yeny Jessana Rodríguez Hernández. 
Como quiera que el presente asunto está relacionado con el reconocimiento y pago de unos auxilios por incapacidad médica, la cual ha superado ya los 180 días, deberemos remitirnos en primer lugar a los lineamientos normativos que regulan ese tipo de eventos, siendo estos el parágrafo 1º del artículo 40 del Decreto 1406 de 1999, (modificado por el Decreto 2943 de 2013) y Ley 100 de 1993. 

En ese orden de ideas, una lectura de los aludidos compendios nos indican en términos más sencillos que, el pago de las incapacidades médicas corresponde al empleador los primeros 2 días, a partir del día 3 corresponde a la entidad promotora de salud (EPS SANITAS), y finalmente, a partir del día 181 corresponde a la Administradora de Pensiones que en este caso es COLPENSIONES, siempre y cuando la EPS haya expedido el respectivo concepto de rehabilitación, requisito sin el cual estará forzada a continuar con dicho pago hasta tanto cumpla con esa obligación; así lo establece sin lugar a elucubraciones, el artículo 142 del Decreto 019 de 2012, por medio del cual se modifica el artículo 41 de la Ley 100 de 1993:  

“Para los casos de accidente o enfermedad común en los cuales exista concepto favorable de rehabilitación de la Entidad Promotora de Salud, la Administradora de Fondos de Pensiones postergará el trámite de calificación de Invalidez hasta por un término máximo de trescientos sesenta (360) días calendario adicionales a los primeros ciento ochenta (180) días de incapacidad temporal reconocida por la Entidad Promotora de Salud, evento en el cual, con cargo al seguro previsional (sic) de invalidez y sobrevivencia o de la entidad de previsión social correspondiente que lo hubiere expedido, la Administradora de Fondos de Pensiones otorgará un subsidio equivalente a la incapacidad que venía disfrutando el trabajador.

Las Entidades Promotoras de Salud deberán emitir dicho concepto antes de cumplirse el día ciento veinte (120) de incapacidad temporal y enviarlo antes de cumplirse el día ciento cincuenta (150), a cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones donde se encuentre afiliado el trabajador a quien se le expida el concepto respectivo, según corresponda. Cuando la Entidad Promotora de Salud no expida el concepto favorable de rehabilitación, si a ello hubiere lugar, deberá pagar un subsidio equivalente a la respectiva incapacidad temporal después de los ciento ochenta (180) días iníciales con cargo a sus propios recursos, hasta cuando se emita el correspondiente concepto.” (negrillas y subrayas propias de la Sala).
Así las cosas, es muy claro que no es un requisito exigible al usuario incapacitado el de presentar ante la AFP el concepto de rehabilitación para el reconocimiento de las incapacidades superiores al día 180, porque esa carga le compete de manera exclusiva a la EPS a la cual se encuentre afiliado, además, mírese como el legislador también previó una “herramienta” para aquellos eventos en que la empresa promotora de salud no cumple con ese deber, siendo la consecuencia jurídica de tal omisión, el continuar pagando en favor de su afiliado las incapacidades expedidas por el médico tratante hasta el momento en que remita con destino a la AFP el correspondiente concepto de rehabilitación. 
Quiere decir lo anterior que el Juez A Quo también incurrió en un error en la asignación de las cargas probatorias en el presente asunto, al afirmar que como el Letrado accionante guardó silencio cuando el Despacho le corrió traslado del memorial allegado por COLPENSIONES, entonces su petición sería despachada de manera desfavorable por no contar con elementos de prueba, porque en primer lugar su apreciación fue equivocada, ya que en el traslado que se le hizo al actor (ver folio 33), en ningún momento se le pidió que hiciera alguna manifestación al respecto, es más, ese traslado ni siquiera estuvo precedido de algún auto proferido por el Juez A Quo en el que se le explicara al abogado cuál era la finalidad que se buscaba con enviarle ese documento o se le requiriera para que (aunque no fuera su deber) presentara el concepto de rehabilitación de la EPS; y en segundo lugar, porque en contra de quien sí debió interpretarse de manera negativa su silencio, fue hacia la EPS, en virtud de la presunción de veracidad de que trata el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, porque para esta Sala hasta ahora, no hay NADA que demuestre que esa entidad expidió el plurimencionado concepto de rehabilitación, y como: i) no hubo pronunciamiento por su parte dentro de la presente acción, y ii) la AFP aseguró no haber recibido ese concepto; obviamente en quien recae tal consecuencia es en la EPS SANITAS, no en la accionante, porque aquella cumplió con los parámetros de la carga dinámica de la prueba, al aportar a su petición las incapacidades expedidas por el médico tratante, siendo este el único elemento exigible a ella. 
Lo dicho hasta ahora, obviamente incidirá para revocar la decisión de primer nivel, y en su lugar conceder la protección constitucional reclamada, en virtud de lo cual se le ordenará a la EPS SANITAS que en el improrrogable término de 48 horas, contadas a partir de la notificación de esta decisión, proceda a pagar en favor de la señora Yeini Jesana Rodríguez Hernández las incapacidades que se le adeudan, sin que constituya para esa EPS un pretexto válido el hecho de que las mismas hubiesen superado los 180 días. 
Aunado a lo anterior, como la finalidad del concepto de rehabilitación no se circunscribe a determinar a cuál de los sujetos del SGSS le corresponde el pago de las incapacidades, sino que también sirve como norte para que la AFP defina el momento adecuado para proceder con la calificación de la pérdida de capacidad laboral del afiliado, ya que si el concepto médico resulta desfavorable, el paso subsiguiente consiste en adelantar las acciones tendientes a efectuar la calificación de pérdida de capacidad laboral, con miras a determinar si se ha configurado el derecho a pensionarse por invalidez; en cambio, si el concepto resulta favorable, podrá postergar el trámite de calificación hasta por 360 días calendario, adicionales a los primeros 180. Por esta razón, es claro que no puede dejarse a la libre discreción de la EPS el momento en el cual expida el concepto de rehabilitación (favorable o desfavorable), y en ese sentido, otra de las órdenes que se impartirán en este asunto, también dirigida a la EPS SANITAS, será que en igual término (48 horas), expida dicho concepto.   
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido el 01 de febrero de 2019 por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, para en su lugar TUTELAR los derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en condiciones dignas de los cuales es titular la señora YEINI JESANA RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ.

SEGUNDO: ORDENAR a la EPS SANITAS que, en el improrrogable término de 48 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a EXPEDIR y REMITIR con destino a la AFP COLPENSIONES el concepto de rehabilitación (favorable o desfavorable) sobre las condiciones de salud de la señora RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ. 
TERCERO: ORDENAR a la EPS SANITAS que, en el improrrogable término de 48 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, RECONOZCA y PAGUE en favor de la señora YEINI JESANA RODRÍGUEZ HERNÁNDEZ los auxilios por incapacidad que se le adeudan, INCLUIDOS aquellos que ya superaron los 180 días de incapacidad, y hasta tanto expida con destino a la AFP COLPENSIONES el correspondiente concepto de rehabilitación de la incapacitada. 
CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Ver Sentencias T-972 de 2003, T-413 de 2004, T-855 de 2004, T-1059 de 2004, T-201 de 2005, T-789 de 2005, T-530 de 2008, T-334 de 2009, T – 018 de 2010, T-797 de 2010, T-984 de 2012, entre otras.


� Ver Sentencias T-549 de 2006, T-125 de 2007, T-243 de 2007 y T-984 de 2012.


� Ver sentencia T-311 de 1996, tesis que ha sido reiterada en sentencias T-201 de 2005 y T-789 de 2005 entre otras.


� Ver sentencia T-789 de 2005.


� En sentencia T-818 de 2000 se indicó que el concepto de mínimo vital no se circunscribe a una subsistencia biológica sino que el mismo “debe permitir el ejercicio y realización de los valores y propósitos de vida individual, y su falta compromete el logro de las aspiraciones legítimas del grupo familiar que depende económicamente del trabajador.”


� Sentencia T-789 de 2005.


� Artículo 93 de la Constitución Política colombiana y artículo 4 del decreto 2591 de 1991. Este último establece “Interpretación de los derechos tutelados. Los derechos protegidos por la acción de tutela se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. De la misma manera sobresalen la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 22, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 9 de la Ley 74 de 1968, la Declaración Americana de los Derechos de la Persona, en la Novena Conferencia Internacional Americana en Bogotá, 1948, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o Ley 319 de 1996, artículo 9; la Declaración sobre los Derechos Humanos de los Individuos que no son Nacionales del País en que viven y, finalmente, la Convención sobre Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer o Ley 51 de 1981, artículo 11.


� Sentencia T-334 de 2009. Ver en el mismo sentido Sentencias T-416 de 2009 y T-797 de 2010.
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